Libro de Acuerdos Nº 55 , Fº 14 / 21 , Nº 4 . En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, República Argentina, a los diez días del mes de febrero de dos mil doce, los señores jueces del Superior Tribunal de Justicia, doctores Clara De Langhe de Falcone, José Manuel del Campo, Sergio Marcelo Jenefes, Sergio Ricardo González, y la señora vocal de la Cámara en lo Civil y Comercial, Dra. María Virginia Paganini, por habilitación bajo la presidencia de la nombrada en primer término, vieron el Expte. Nº 7846/10, caratulado: “Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto en Expte. Nº B-226.048/09 (Sala III - Cámara en lo Civil y Comercial) Incidente de Ejecución de desafectación de Bien de Familia: Sebastián Quipildor c/ Oscar René Puca”, del cual, 

La Dra. de Falcone, dijo: 

La Sala III de la Cámara en lo Civil y Comercial dictó sentencia el 30 de septiembre de 2.010 para rechazar el incidente de desafectación de bien de familia propuesto por Sebastián Quipildor, le impuso las costas y reguló los honorarios profesionales. 

Valoró que en principio, “aparece injusto que el inmueble del demandado que figura inscripto como bien de familia y recibiera el beneficio de mejoras impagas, ahora por gozar de tal régimen no se pueda realizar para satisfacer el derecho del acreedor”. Que sin embargo, agregó, en base al propio expediente administrativo ofrecido como prueba (Nº 798 Letra P año 1987 y Folio 797), el problema de las mejoras no pagadas a Quipildor fue objeto de discusión con mucha antelación al incidente y además conocidas por el reclamante. 

Destacó que la causa por la que ahora se pide la desafectación, era conocida y resulta claro que con indiferencia del régimen de bien de familia, el propio acreedor se mantuvo en inercia por largo tiempo sin siquiera cautelar temporáneamente el crédito que reclamaba, y por ese motivo consideró que el planteo resulta tardío. 

Sentenció además que la situación se asimila a quién teniendo un derecho, o su apariencia, no embarga o concreta un estado impediente (bien de familia, enajenación, embargo o cautelar anterior, etc.). 

Reforzó su fundamento sobre que resulta tardío el planteo y hasta se puede inferir que se consintió tal estado, sosteniendo que basta así comparar el petitorio con otras acciones que consagran un término menor para accionar sin el peligro de la prescripción liberatoria, como los casos de nulidad de actos (art. 4030 C.C.) o bien del art. 4033 C.C. para fulminar actos hechos en fraude a los acreedores; asuntos estos que se podrían entender, comparativamente y salvadas las diferencias, como que subyacen en la cuestión en debate. Con lo expuesto, aparece claro –valoró- “que los derechos se deben ejercer y procurar con eficacia, pero precisamente en los tiempos que señala la ley o al menos en un término razonable y no bastante después de conocido aquello que se le opone, desde 1987 (inicio del Expte. Administrativo) o desde el año 2002 con la constitución formal de bien de familia”. 

De todas maneras, concluyó, la obligación del pago de mejoras se genera a partir de la sentencia que los reconoce porque es constitutiva de derechos, y la exigibilidad del crédito, su cuantía, existencia y determinación, reconoce en el fallo su causa. Estableció que antes de ello, se trata de una pretensión que no daba derecho a realizarla. Casi todas las sentencias son declarativas de derechos que el fallo reconoce, pero si el crédito era perfecto, creaba una obligación ya antes de la constitución de bien de familia, con mayor razón el incidentista debió tomar los recaudos en tiempo propio para realizar tal crédito. 

En definitiva entendió que, “la situación se asimila al acreedor que tolera de su deudor actos que serían contrarios a la realización de sus acreencias, o bien, permanece inerte en proteger su derecho. Esto es así, no solo en las relaciones entre el deudor y el acreedor, sino también entre coacreedores, al punto que el primer embargante puede desplazar, o preterir al que lo precede”. 

En disconformidad con el pronunciamiento, el Dr. Hugo Alberto Lara en representación de Sebastián Quipildor dedujo recurso de inconstitucionalidad por sentencia arbitraria a fojas 6/12 de estos obrados, a cuyos fundamentos remito en homenaje a la brevedad. 

Los agravios pueden resumirse en que el quejoso efectúa una interpretación distinta a la del Tribunal sentenciante respecto a las constancias obrantes en la causa administrativa referenciada en el fallo, -que aluden a que de dicha causa surge que el tema de las mejoras constituyó una discusión de vieja data-, pues entiende que en realidad de acuerdo a dichas actuaciones el propio Puca reconoció la existencia de la deuda por mejoras. 

También se agravia de la afirmación del Tribunal en cuanto a que el incidentista permaneció “en inercia” por largo tiempo. Argumenta al respecto que su parte sí cauteló en forma temporánea su crédito; pone en evidencia que dedujo el embargo preventivo del inmueble en cuestión en el año 2.000, y que se encuentra en condominio con otras dos personas y el obligado Puca; que luego pidió ampliación de ese embargo con la finalidad de poder subastar el inmueble objeto del litigio el cual ya había sido escriturado a nombre de aquél. Que tratándose de un lote fiscal –sostiene- debía estar hipotecado con garantía a favor del Estado Provincial, prohibición de vender por diez años, todo ello según la Ley de Tierras Fiscales, y por la registración como bien de familia, de acuerdo a la ley Nº 14.394 y a la provincial Nº 4403. Que esto constituía “una especie de cautela de los derechos” de Quipildor ya que entendía que ello obstaba a la transferencia del bien inmueble, a la sazón, objeto de las mejoras que se reclaman. Alega que “resulta obvio” que antes de la escrituración a favor de Puca no podía embargar el bien; que su parte fundó su pedido en una razón objetiva –a su juicio no considerada en la sentencia- y que fue el hecho del sometimiento a régimen de bien de familia luego de la obligación asumida por el demandado. 

Como tercer agravio dice que la sentencia que reconoce el pago de las mejoras efectuadas al inmueble, contrariamente a lo sostenido por el Tribunal en el decisorio que recurre, tiene efectos desde que se produjeron los hechos, es decir carácter retroactivo, y no como estimó el Tribunal que al caracterizarla como sentencia constitutiva de derechos, sus efectos se proyectan hacia el futuro. Como cuarto agravio, remite a lo expresado en el segundo, acerca de la imposibilidad de embargar antes de que figurara Puca como titular. El quinto agravio hace referencia al error que atribuye al juzgador al no haber tenido en cuenta las razones que invocó para fundamentar la desafectación del inmueble como bien de familia, que reproduce y a las que remito en homenaje a la brevedad. Por último, y como sexto agravio dice de conculcación a sus derechos de defensa en juicio y de propiedad si se mantiene afectado el inmueble con la protección que le brinda la ley Nº 14.394; pide se revoque el fallo impugnado ordenando la desafectación del inmueble del régimen de bien de familia. 

La parte contraria contestó por medio del Dr. Silvio Sabino Issolio a fojas 56/61, solicitando el rechazo del recurso con costas. Los fundamentos que postula en su defensa tengo por reproducidos aquí para abreviar. 

En cumplimiento a lo normado por el artículo 9 inciso 4º de la ley 4346, t.o. Nº 4848, se remitieron los obrados al Ministerio Público Fiscal, pronunciándose a fojas 66/68 por el rechazo. 

Comparto la opinión pues a mi criterio no resulta procedente el remedio extraordinario propuesto. 

Bien expresa la señora Fiscal General Adjunta, que el escrito de expresión de agravios no hace más que reiterar los argumentos puestos a consideración de la instancia inferior, limitándose a cuestionar en forma caprichosa las valoraciones hechas por el Tribunal al sentenciar, sin lograr conmover sus argumentos. 

Es verdad también que no se ha formulado una crítica concreta y razonada de los fundamentos desarrollados por la Cámara, inobservándose así la carga procesal que es deber cumplir cuando se articula un recurso, pues “criticar sin fundamentos jurídicos que sustenten un distinto punto de vista, es mera discrepancia y no expresión de agravios”. 

Comparto también con el Ministerio Público que, en línea con lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación “debe rechazarse el recurso si los argumentos expuestos en el memorial no refutan los fundamentos de hecho y derecho dados por el a-quo para arribar a la decisión impugnada. La mera reedición de objeciones formuladas al impugnar el fallo, no constituye una crítica concreta y razonada y conlleva la deserción del recurso (Fallos 322:1888)”. 

Es, en efecto, doctrina del Superior Tribunal de Justicia, que la arbitrariedad a fin de viabilizar el recurso, significa vicio invalidante por su grado de absurdo, por manifiesta injusticia o, lo que es lo mismo, por clara violación a garantías y derechos de raigambre constitucional; lo cual, no es igual al mero enfoque erróneo o una simple discrepancia de la parte afectada con la sentencia (L.A. Nº 40, Fº 347/349, Nº 126). 

Por último, estimo determinante el argumento de la señora Fiscal General Adjunta, en cuanto a que de acuerdo a lo dispuesto por el art. 37 de a Ley Nº 3169/74 de Tierras Fiscales modificada por las Leyes Nº 4540 y 4945, y demás complementarias, el inmueble adjudicado en propiedad de acuerdo a las disposiciones de esa ley, es inembargable o inejecutable, con las excepciones expresamente contenidas en la misma, entre las que no se encuentra el supuesto de autos. 

Hago mías las consideraciones respecto a que el objetivo de dicho ordenamiento es la protección y consolidación de la familia, promoviéndose de esta manera el cumplimiento de la función social de la tierra fiscal. 

“Por su parte el art. 5 de la referida norma –refiere el Ministerio Público- expresamente señala que la adjudicación, uso y destino de los bienes que se otorgan en virtud de este ordenamiento, responden a exigencias del bien común y se rigen por ellos, con independencia de las disposiciones del derecho común. En mérito a lo preapuntado y los argumentos esbozados en el fallo atacado, resulta que éste último ha arribado a una solución para la cuestión debatida en la causa, ajustada a derecho y conforme a una adecuada interpretación de las piezas de convicción obrantes en la misma…” (sic). 

En efecto, no advierto arbitrariedad en el pronunciamiento en crisis, y el alegato consistente en que Puca efectuó en algún momento el reconocimiento de la existencia de mejoras y su obligación correlativa a abonarlas (causa administrativa), no alcanza para desmerecer la decisión. 

Esto así, pues bien señaló el Tribunal en la sentencia que fue con posterioridad al sometimiento al régimen de bien de familia, que se dirimió tal obligación legal en cabeza del verdadero propietario –Puca- que es recién cuando puede válidamente –en lo que a la discusión legal interesa- demandarse el cumplimento de lo que se reclama. La sentencia que obliga al pago de las mejoras se dictó el 3 de junio de 2008, y el sometimiento del inmueble al régimen de la ley Nº 14.394 se efectuó en 30 de Octubre de 2.002 (fojas 45 del Expte Nº B-211973/09, acollarado a la causa principal). 

En consecuencia y por los motivos expuestos el recurso interpuesto debe ser rechazado, con costas a su cargo en calidad de vencido en la instancia y la retribución profesional deberá efectuarse según doctrina sobre honorarios mínimos y Acordada Nº 16/2011, es decir, en las sumas de pesos un mil ($1.000) para el Dr. Silvio Sabino Issolio y pesos ochocientos ($800) para el Dr. Hugo Alberto Lara, con más el impuesto al valor agregado (I.V.A.), en caso de corresponder. 

Los Dres. del Campo y Jenefes adhieren al voto que antecede. 

El Dr. González, dijo: 

Disiento respetuosamente de los votos precedentes y, adelantando opinión, diré que el recurso interpuesto debe prosperar. 

En efecto, lo pedido por el actor es la desafectación del inmueble del régimen de bien de familia al que el mismo se encuentra sometido por imperio del art. 35 de la ley 3169, de Tierras Fiscales, en cuyo marco fue otorgado al demandado. 

A diferencia de lo postulado en el decisorio ahora en crisis, entiendo que nada tiene que ver en el caso la fecha de la causa del crédito puesto que, aunque en mi opinión es anterior a la afectación y por ello facultaría a la desafectación pedida, resulta de toda lógica la subsunción del caso en el art. 38 de la ley 14.394 que prevé como excepciones a la inembargabilidad e inejecutabilidad del régimen a los “créditos por construcción o mejoras introducidas en la finca.” En el sentido expuesto, explica Leopoldo L. Peralta Mariscal que la excepción relativa a los créditos por construcción o mejoras (que encuadra entre aquellas en que el bien de familia es embargable y ejecutable aún por deudas posteriores a su constitución) “se justifica porque se permite de esta manera mejorar el inmueble objeto del bien de familia, lo que en definitiva redundará en beneficio del titular y sus beneficiarios. Es que de no preverse la excepción y no tener el propietario otros bienes, sería imposible introducir mejoras en el inmueble ya que nadie daría un crédito a tal fin en esas circunstancias. No habiendo ninguna aclaración que especifique lo contrario, deben considerarse dentro de la excepción tanto el crédito por mano de obra como por materiales, honorarios profesionales de arquitectos, etc.” (aut. cit. Régimen del Bien de Familia. Legislación Nacional y Provincial. Ed. 2005. Rubinzal Culzoni. p. 71/73. En igual sentido puede confrontarse Levy, Lea M. y Bacigalupo de Girard, María: Protección de la vivienda familiar. Ed. Hammurabi.2011.p.151/152). 

El Superior Tribunal, en anterior integración y en postura que comparto, en fallo al que hace expresa alusión el recurrente, luego de transcribir el art. 38 de la ley 14394 que dispone que “el bien de familia no será susceptible de ejecución o embargo por deudas posteriores a su inscripción como tal, ni aún en caso de concurso o quiebra, con excepción de las obligaciones provenientes de impuestos o tasas que graven directamente al inmueble, gravámenes constituidos con arreglo a lo dispuesto en el art. 37, o créditos por construcción o mejoras introducidas en la finca” ha sostenido que “por consiguiente, la inembargabilidad no es absoluta, puesto que el bien queda afectado al pago de las deudas anteriores a la inscripción y también a las posteriores producidas por los motivos expresados en la última parte del texto.” (L.A. 42 Fº 42/44 Nº 18). Tal el caso que nos ocupa. 

Por su parte, la ley provincial de Bien de Familia, 4033, en su artículo 15 adopta idéntica solución al sostener que “El bien de familia no será susceptible de embargo ejecutivo, ni de medida cautelar alguna, por deudas posteriores a su inscripción como tal; salvo las situaciones de excepción expresamente previstas en el art. 38 de la Ley Nacional 14.394.” 

En el presente no se halla controvertida la causa del crédito, tal como surge del relato precedente, de las constancias de los autos principales y del expediente administrativo de cuya lectura surgen las viscisitudes a las que estuvo sometido el actor para su cobro. 

Puntualizo que, a mi entender, no es argumento bastante para desestimar el pedido la existencia de otro inmueble embargado (cuya titularidad compartiría en condominio el demandado) ni el sólo transcurso del tiempo puesto que el supuesto se encuadra entre los que la ley prevé como casos en los que la afectación resulta inoponible al acreedor. 

En tal sentido, entiendo que, aún cuando la ley 3169 de Tierras Fiscales sostenga en su artículo 5 que la adjudicación, uso y destino de los bienes otorgados en su marco y los actos dictados en su consecuencia se rigen por ellos con independencia de las disposiciones del derecho común, ello es factible por hipótesis en tanto el propio sistema proponga su apartamiento de esas normas, lo que no ocurre en el caso. 

En efecto, cuando en el art. 35 se obliga a la “concesión de propiedad” a anotarse o inscribirse como “Bien de Familia”, el propio texto legal introduce el régimen que referimos en el contexto regulatorio de las Tierras Fiscales. 

Por ello, cuando el art. 37 indica que el inmueble adjudicado de acuerdo a sus disposiciones es “inembargable e inejecutable” debe entenderse que se trata de la referencia genérica a los efectos que produce la propia afectación al régimen del bien de familia. En tal sentido puede verse que el propio título del artículo refiere a la “indisponibilidad” (que afecta al adquirente) y, la alusión inmediatamente posterior a la calificación aludida, a las prohibiciones que pesan sobre el mismo. Hago notar aquí que queda vedado para este último “comprometer o gravar el bien bajo cualquier concepto; salvo con la finalidad de posibilitar en él la construcción de la vivienda propia… con instituciones oficiales de crédito.” 

De tal modo, la norma ha previsto también al crédito por construcciones como una posibilidad de excepción al régimen, residiendo la particularidad en que el gravamen puede contratarse en esos casos válidamente “con instituciones oficiales de crédito”. 

Una adecuada hermenéutica de la ley no puede llevar a colocar en desigual condición al acreedor público y al acreedor privado, máxime cuando la causa del crédito es la misma y la propia ley remite al instituto que regula la excepción sin hacer tal distinción tanto en el orden nacional cuanto en el provincial. Máxime cuando el art. 26 del ordenamiento citado prevé que en caso de mejoras “el adjudicatario de las tierras reembolsará de la inversión al constructor de las mismas.” 

De tal modo concluyo que, en el caso que nos ocupa, tratándose de un crédito derivado de construcción o mejoras hechos en el propio inmueble, nada justifica hacer excepción y debe hacerse lugar al recurso, declarando inoponible el régimen al acreedor ejecutante. Considero pertinente distinguir entre desafectación e inoponibilidad. La última se da cuando la inscripción mantiene plenamente sus derivaciones pero no produce efectos respecto de un acreedor específico porque se encuentra entre los supuestos de excepción que permiten igualmente el embargo y ejecución del inmueble (Peralta Mariscal, op. cit. p. 137). 

Por lo expuesto, propongo hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad tentado, con costas en ambas instancias al vencido y, en consecuencia, revocar el pronunciamiento de la Sala III de la Cámara en lo Civil y Comercial del 30 de setiembre de 2010 que en su parte resolutiva quedará redactado como sigue: 

“1.- Hacer lugar a la presente demanda incidental, declarando inoponible la afectación al régimen de bien de familia del inmueble identificado como lote fiscal Nº 13 de la Manzana 335 del Loteo Aeroparque Alto Comedero al Sr. Sebastián Quipildor. 2.- Imponer las costas al vencido y regular los honorarios del Dr. Hugo Alberto Lara en la suma de ochocientos pesos ($ 800). 3.- Registrar, agregar copia en autos, protocolizar, etc.” 

Las costas de la presente instancia habrán de imponerse al recurrido vencido y regular los honorarios profesionales, de conformidad a la Acordada Nº 16/2001, en las sumas de un mil pesos ($ 1.000) para el Dr. Hugo Alberto Lara y de ochocientos pesos ($ 800) para el Dr. Silvio Sabino Issolio, montos a los que habrá de aditarse el Impuesto al Valor Agregado, de corresponder. 

La Dra. Paganini adhiere el voto del Dr. González. 

Por ello, el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy, Resuelve: 

1º) Rechazar el recurso interpuesto por el Dr. Hugo Alberto Lara en representación de Sebastián Quipildor. 

2º) Imponer las costas a cargo del vencido en la instancia y regular los honorarios profesionales en las sumas de pesos un mil ($1.000) para el Dr. Silvio Sabino Issolio y pesos ochocientos ($800) para el Dr. Hugo Alberto Lara, con más el impuesto al valor agregado (I.V.A.), en caso de corresponder. 

3º) Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone; Dr. José Manuel del Campo; Dr. Sergio Marcelo Jenefes; Dr. Sergio Ricardo González; Dra. María Virginia Paganini (Habilitada) 

Ante mí: Dra. Constanza María López Iriarte – Secretaria Relatora.

